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 Debido proceso
ASUNTO:

Por reparto ha llegado a esta Sala la acción de tutela que instauran los abogados Mauricio Gallo Caro y Lida Salazar Rivera contra las Salas Jurisdiccionales Disciplinarias del Consejo Superior de la Judicatura y Consejo Seccional de la Judicatura de Risaralda, cuya competencia para asumir conocimiento se decide.
ANTECEDENTES PROCESALES:

Por intermedio de apoderado se acciona contra las Salas Disciplinarias de los Consejos Superior y Seccional de la Judicatura de Risaralda, arguyendo con ocasión de una acción disciplinaria que allí se inició y culminó con fallo que ordenó la suspensión en el ejercicio de la profesión de abogados a los señores Mauricio Gallo Caro y Lida Salazar Rivera, se vulneraron sus garantías del debido proceso, al trabajo, honra y buen nombre.
Se anexó al libelo la actuación contentiva de los fallos proferidos en primera instancia por la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Seccional de la Judicatura de Risaralda y su confirmación en segundo grado por el Consejo Superior de la Judicatura.

CONSIDERACIONES:

Los parámetros que permiten deducir la competencia del juez constitucional, están inmersos no solo en el Decreto Legislativo 2591 de 1991, sino en los expedidos a la luz de la facultad reglamentaria deferida al ejecutivo, esto es los Decretos 306 de 1991 y 1382 de 2000, junto con su interpretación jurisprudencial.
El Decreto 1382 de 2000 que estableció las reglas para el reparto de la acción de tutela, previó en su inciso 2º, numeral 2º del artículo primero, lo siguiente:

“Lo accionado contra la Corte Suprema de Justicia, el Consejo de Estado o el Consejo Superior de la Judicatura, Sala Jurisdiccional Disciplinaria, será repartido a la misma corporación y se resolverá por la Sala de Decisión, Sección o Subsección que corresponda de conformidad con el reglamento al que se refiere el artículo 4 del presente Decreto”.

En consideración a la disposición anterior, precisó la Guardiana de la Carta Política:
“Ninguna discusión por la aplicación o interpretación del Decreto 1382 de 2000 genera conflicto de competencia, ni siquiera aparente. Por tanto, en el caso de que dos autoridades judiciales promuevan un conflicto de competencia por este motivo, el expediente será remitido a aquella a quien se repartió en primer lugar con el fin de que la acción de tutela sea decidida inmediatamente, sin que medien consideraciones adicionales relativas a las normas de reparto. Lo anterior no obsta para que esta Corporación o el superior funcional al que sea enviado un supuesto conflicto de competencia, proceda a devolver el asunto, conforme a las reglas de reparto del Decreto 1382 de 2000, en aquellos supuestos en que se presente una distribución caprichosa de la acción de tutela fruto de una manipulación grosera de las reglas de repartos contenidas en el mencionado acto administrativo, como sería el caso de la distribución equivocada de una acción de tutela interpuesta contra una providencia judicial emanada de una de las Altas Cortes”.
 
Luego, sobre el mismo tema, apuntó:
“Del mismo modo y con relación a la regla previamente citada, tales excepciones, se presentarían en los casos en los que se advierta una manipulación grosera de las reglas de reparto, como cuando se asigna el conocimiento de una demanda de tutela contra una Alta Corte, a un funcionario judicial diferente a sus miembros; o, necesariamente, siguiendo esa misma directriz, en los casos en que se reparta caprichosamente una acción de tutela contra una providencia judicial, a un despacho diferente del superior funcional del que dictó el proveído”.
 
En este orden de ideas, debe la Corporación concluir que la competencia para conocer del libelo tutelar dirigido contra los Magistrados de la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura, corresponde a esa misma célula judicial, toda vez que la decisión censurada por presunta violación al debido proceso, es un fallo de orden disciplinario mediante el cual se impuso una sanción.
DECISION:

Por virtud de lo expuesto, la Sala de Decisión Penal del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira,

RESUELVE:

Remitir la presente demanda de tutela promovida por los ciudadanos Mauricio Gallo Caro y Lida Salazar Rivera contra la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura, a esa misma Corporación Judicial.
COPIESE, COMUNIQUESE Y CÚMPLASE,

LEONEL ROGELES MORENO



JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
Magistrado









Magistrado
JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

    JAIRO ALBERTO LÓPEZ MORALES

Magistrado
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� Corte Constitucional, Auto 124 de 2009, M.P. Humberto Antonio Sierra Porto.


� Corte Constitucional, Auto 198 de 2009, M.P. Luis Ernesto Vargas Silva.
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